
Durango en la Encrucijada: La Falacia del Pacto Criminal y la Urgencia de la Voluntad 
Política 
 

"Sin la justicia, ¿qué son los Reinos sino grandes bandas de ladrones?" 
— San Agustín de Hipona (La ciudad de Dios) 

 

En la teoría política clásica, el contrato social descansa sobre una premisa ineludible: la 
cesión del monopolio de la fuerza al Estado a cambio de la garantía de seguridad, certeza 
jurídica y orden público. Cuando el poder público abdica de esta función primordial, el vacío 
no permanece inexplorado; es capturado por estructuras delictivas que sustituyen la 
autoridad constitucional por un régimen de dominación ilegítima. 
 

Hoy, el estado de Durango atraviesa por un proceso acelerado de captura del Estado y 
asfixia económica que pone en entredicho las bases mismas de su gobernanza. Lo que 
desde la narrativa oficial se intenta presentar como una "paz administrada" o un clima de 
tranquilidad social, en los hechos operativos y económicos se traduce en un régimen de 
extorsión, despojo y complacencia institucional que amenaza con paralizar el desarrollo 
productivo de la entidad.  
 

Desde la perspectiva de la economía política, el crimen organizado en Durango ha mutado 
de ser una red de tráfico ilícito a consolidarse como un monopsonio y monopolio forzado 
sobre sectores estratégicos de la economía formal. El caso del sector ganadero en 
municipios como Poanas, Nombre de Dios, Súchil y Vicente Guerrero es paradigmático:  
 

• Extracción Sostenida de Valor: Las facciones criminales operantes impo-nen un 
tributo forzado de $1,600 MXN por becerro vendido y obligan a los productores a 
comercializar su ganado a $60 pesos por kilo, cuando el valor real de mercado 
alcanza los $100 pesos. Esta distorsión representa una confiscación directa del 40% 
del valor del trabajo del productor.  

 

• Blanqueo a Través del Sector Formal: El intermediario criminal revende el producto 
a grandes empresas de engorda exigiendo facturación fiscal, obligando al circuito 
empresarial formal a funcionar, de manera indirecta, como un vehículo de lavado 
de activos.  

 

• Captura Institucional Local: La red se sostiene mediante el sometimiento o 
complicidad de nodos clave. Policías municipales fungen como halcones informando 
desplazamientos por mensajería instantánea, mientras que ciertas dirigencias de 
asociaciones ganaderas locales bloquean trámites y permisos a compradores 
independientes.  

 

Esta distorsión económica no solo destruye el patrimonio de las familias rurales, sino que 
ha provocado ondas de choque geopolíticas y sanitarias. El control de fronteras y rutas por 
el crimen propició el contrabando de ganado sin controles fitosanitarios, derivando en el 
resurgimiento de la plaga del gusano barrenador, el consecuente cierre fronterizo por parte 



del Departamento de Agricultura de EE. UU. (USDA) y el condicionamiento de las cadenas 
de suministro bajo las cláusulas del T-MEC. 
 

Frente a esta crisis de soberanía, la respuesta de las autoridades locales se ha caracterizado 
por la minimización del conflicto y la disonancia narrativa. Catalogar la zozobra de los 
productores como simples aprehensiones desmedidas o sostener un discurso de "cero 
secuestros" contrasta con las evidencias de extorsión, secuestros de choferes en corredores 
como Cuencamé y Santa Clara, y el desplazamiento impune de civiles armados.  
 
Asumir implícita o explícitamente que la convivencia o tolerancia con un grupo dominante 
garantiza estabilidad es un cálculo de altísimo riesgo político y económico. Como la historia 
reciente demuestra, la llamada "paz pactada" no es más que una tregua frágil que muta en 
depredación económica contra la sociedad civil.  
 
Las Lecciones de Coahuila: La Voluntad Política como Piedra Angular 
 

Para revertir la captura territorial, es indispensable recuperar los aprendizajes vertidos en 
análisis de política pública y seguridad institucional, como los documentados por el 
exgobernador Rubén Moreira en su obra Jaque Mate al Crimen Organizado. La premisa 
fundamental es inequívoca: el problema del crimen organizado se puede resolver si los 
gobiernos subnacionales deciden enfrentarlo con decisión y sin evasivas.  
 

Entre los ejes clave postulados por Moreira que deben ser adoptados con urgencia en 
Durango destacan:  
 

1. Ejerce la Voluntad Política sin Evasivas: El Gobernador y los Alcaldes deben asumir 
la responsabilidad directa de la seguridad. Si bien el apoyo de las Fuerzas Armadas 
(Ejército, Marina y Guardia Nacional) es un respaldo crucial, no sustituye la 
obligación constitucional ni el liderazgo del poder ejecutivo local.  

 

2. Erradicar el Autoengaño: Romper con la narrativa triunfalista o el encubrimiento de 
cifras. No se puede combatir una patología institucional cuya existencia se niega.  

 

3. Asfixia Financiera Estratégica: Neutralizar los flujos de dinero del crimen cerrando 
espacios de la economía informal y giros negros (carreras de caballos, apuestas 
ilegales, venta clandestina de alcohol, yonques y giros mercantiles sin regulación) 
que financian la logística delictiva.  

 

4. Reforma Legislativa y Municipal Integral: Adecuar reglamentos municipales, 
códigos de comercio y normativas de protección civil y propiedad para acotar el 
margen de maniobra de la ilegalidad.  

 

5. Fortalecimiento de la Policía Local: Reestructurar y depurar los cuerpos policiales 
estatales y municipales para transformarlos en fuerzas profesionales con capacidad 
real de respuesta y control territorial.  

 
 



Imperativo Cívico: Por el Fin del Pacto Criminal 
 

El desmantelamiento de la red de complicidades en Durango no vendrá por generación 
espontánea ni por concesión gubernamental. Exige la articulación decidida de los actores 
estratégicos de la sociedad:  
 

• El Sector Empresarial e Industrial: Debe ejercer una trazabilidad comercial estricta 
en sus cadenas de valor para impedir que las empresas formales sean utilizadas 
como mecanismos de lavado. Asimismo, deben articularse corporativamente para 
exigir garantías de seguridad y no ceder ante la extorsión sistémica.  

 

• La Sociedad Civil y las Organizaciones Independientes: Es crucial crear redes 
comunitarias de denuncia y monitoreo ciudadano que visibilicen las violaciones a los 
derechos económicos y humanos, encauzando reportes directamente a instancias 
federales e internacionales para blindar a las víctimas de represalias locales.  

 

• Los Medios de Comunicación: Tienen el deber ético de ejercer un periodismo de 
investigación riguroso que rompa el cerco informativo, contraste el discurso oficial 
con la realidad en campo y fiscalice la actuación de las autoridades municipales y 
estatales.  

 

Durango se encuentra en una encrucijada histórica. Perpetuar la omisión local y el mito de 
la paz administrada solo conducirá a la degradación de sus instituciones, al aislamiento 
comercial internacional y a la pérdida irreversible del control territorial. Es momento de que 
la sociedad civil, el empresariado y los medios de comunicación exijan la ruptura inmediata 
de cualquier pacto o tolerancia criminal, forzando la restitución del Estado de Derecho y el 
ejercicio pleno de la voluntad política que la ciudadanía demanda y merece.  
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